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LOS DERECHOS ECONÓMICOS, 
SOCIALES Y CULTURALES, DESCs 
HuGo llanos mansilla1
1.- EL PACTO INTERNACIONAL SOBRE DERECHOS ECONÓMICOS, SO-
CIALES Y CULTURALES2
Introducción
Los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles 
e interdependientes, por lo que se debe dedicar a ellos “la misma atención 
y consideración urgente en la aplicación, promoción y protección de am-
bos: los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y 
culturales”3.
Estos derechos forman parte integrante del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos4.
1 Profesor titular de la cátedra de Derecho Internacional Público de la Universidad Bernar-
do O´Higgins.
2 Fue adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante Resolución 
2200 A (XXI), de fecha 16 de diciembre de 1966. Entró en vigencia el 3 de enero de 1976. 
El Pacto tiene 160 Estados partes. Chile lo ratificó el 28 de abril de 1989.
3 Principio 3 de los Principios de Limberg sobre la Aplicación del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobados por expertos convocados por la 
Comisión Internacional de Juristas, la Facultad de Derecho de la Universidad de Limberg 
(Maastricht, Holanda) y el Instituto de Derechos Humanos Urban Morgan, Universidad 
de Cincinnati (Ohio, EEUU). Maastricht, 2-6 de junio de 1986.
4 El Pacto es parte de la Carta Internacional de Derechos Humanos, junto con la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. El Pacto es supervisado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales –CDESC–, de las Naciones Unidas. Es el órgano que supervisa el cumplimiento 
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En la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos se reconoce que no puede reali-
zarse el ideal del ser humano libre y liberado del temor y la miseria a menos 
que se creen condiciones que permitan a cada persona disfrutar de sus dere-
chos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales.
Asimismo, en la Conferencia Mundial de Derechos, en la Declaración 
y el Programa de Acción de Viena aprobados en 1993, se reafirmó que todos 
los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y es-
tán relacionados entre sí, y que la comunidad internacional debe tratar los 
derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de 
igualdad y dándoles a todos el mismo peso.
Conforme a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
(Viena, 1998), “el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, debe 
interpretarse de buena fe, teniendo en cuenta el objetivo y propósito, el sen-
tido ordinario, el trabajo preparatorio y la práctica pertinente”5.
Aunque la plena efectividad de estos derechos reconocidos en el Pacto 
según algunos, se logra progresivamente, “la aplicación de algunos de estos 
derechos puede hacerse justiciable de inmediato, mientras otros derechos 
pueden hacerse justiciables con el paso del tiempo”6.
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. No está previsto 
en el Pacto, sino que fue creado por resolución del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas para el desempeño de las funciones recogidas en la parte IV del Pacto. 
 El CDESC está formado por 18 expertos independientes elegidos por un período de cuatro 
años. Se reúne en períodos de sesiones, normalmente dos al año, que tienen lugar en 
Ginebra. Estos períodos de sesiones comprenden una sesión plenaria de tres semanas 
precedida por un grupo de trabajo que se reúne durante una semana.
 Los Estados están obligados a informar periódicamente al CDESC sobre la aplicación del 
Pacto. Sobre la base de la información aportada, el Comité destaca los aspectos positivos 
y negativos y formula una serie de recomendaciones: sus respuestas a cada Estado toman 
la forma de observaciones finales. Por otro lado, el Comité emite observaciones genera-
les, que contienen su interpretación sobre cuestiones relacionadas con el Pacto. 
5 Principio 4 de los Principios de Limberg.
6 Ídem. Principio 8.
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“Los Estados partes deben rendir cuentas ante la comunidad internacio-
nal y ante sus propios pueblos con respecto al cumplimiento de sus obliga-
ciones bajo el Pacto”7.
“El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al considerar 
los informes de los Estados partes, debería analizar las causas y los factores 
que obstaculizan la realización de los derechos consagrados en el Pacto y, 
hasta donde sea posible, señalar conclusiones.”8
“Debido a que la realización progresiva de los derechos estipulados en 
el Pacto es relevante para el desarrollo, se debería dar especial atención a 
la adopción de medidas para mejorar el nivel de vida de los pobres y otros 
grupos desfavorecidos, teniendo en cuenta la posible necesidad de adoptar 
medidas para proteger los derechos culturales de los pueblos indígenas y las 
minorías”9.
Es cierto que los Derechos Civiles y Políticos han merecido mayor con-
sideración por la comunidad internacional. Es así que a menudo se ha con-
siderado que los DESCs son derechos de segunda clase, inaplicables, no so-
metidos a los tribunales ya que sólo se pueden hacer efectivos “en forma 
progresiva”, durante un tiempo que no se determina con precisión.
Pero ello es un error, ya que en modo alguno los DESCs son menos 
relevantes que los derechos civiles y políticos, y hoy día son objeto de una 
consideración preferente.
Como lo afirma la Asamblea General de las Naciones Unidas10:
a)  Todos los derechos humanos y libertades fundamentales son indi-
visibles e interdependientes: deberá prestarse la misma atención y 
urgente consideración a la aplicación, la promoción y la protección 
tanto de los derechos civiles y políticos como de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales;
b)  La plena realización de los derechos civiles y políticos sin el goce 
de los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposi-
ble: la consecución de un progreso duradero en la aplicación de 
7 Ídem. Principio 10.
8 Ídem. Principio 12.
9 Ídem. Principio 14.
10 Resolución 32/130, de 17 de diciembre de 1977.
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los derechos humanos depende de unas buenas y eficaces políticas 
nacionales e internacionales de desarrollo económico y social, como 
se reconoce en la Proclamación de Teherán de 1968.
De acuerdo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, la in-
divisibilidad e interdependencia de los derechos civiles y políticos y de los 
derechos económicos, sociales y culturales, son principios fundamentales de 
la legislación internacional de derechos humanos11.
Entonces, lo que debe plantearse, no es si los DESCs son derechos hu-
manos básicos, sino a qué dan derechos y qué carácter jurídico tienen las 
obligaciones de los Estados de hacerlos efectivos.12
En resumen los DESCs tienen por objeto asegurar la protección plena de 
las personas, partiendo de la base de que éstas pueden gozar de derechos, 
libertades y justicia social, simultáneamente13.
Como lo señalan las Directrices de Maastricht:14
Un Estado incurre en una violación del Pacto cuando no cumple lo que 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales denomina “una 
obligación mínima esencial de asegurar la satisfacción de por lo menos los 
niveles mínimos esenciales de cada uno de los derechos [...]. Por ejemplo, 
incurre prima facie en una violación del Pacto un Estado parte en el cual un 
número significativo de personas se ven privados de alimentos esenciales, 
atención básica de salud, habitación y vivienda mínima o las formas más 
básicas de enseñanza”. Estas obligaciones mínimas esenciales son aplicables 
independiente de la disponibilidad de recursos en el país de que se trate o 
cualquier otro factor o dificultad.
En muchos casos, la mayoría de los Estados pueden cumplir dichas 
obligaciones sin mayores dificultades y sin que esto tenga implicaciones sig-
nificativas en cuanto a los recursos. En otros casos, sin embargo, la plena 
11 Así lo reiteró la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, de 1993.
12 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Folleto Informativo 16 (Rev. 1), 
diciembre de 2006, p. 5.
13 Ídem.
14 Maastricht, 22-26 de enero de 1997. Con motivo del décimo aniversario de los Principios 
de Limberg, se reunió en Maastricht un grupo de treinta expertos, que tuvo como objeto 
ampliar el entendimiento de dichos Principios y las respuestas y los recursos frente a las 
violaciones de los DESCs.
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realización de los derechos puede depender de la disponibilidad de los recur-
sos financieros y materiales adecuados. No obstante, de conformidad con los 
Principios de Limburg 25-28, y tal como lo reafirma la jurisprudencia evoluti-
va del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la escasez de 
recursos no exime a los Estados de ciertas obligaciones mínimas esenciales en 
la aplicación de los derechos económicos, sociales y culturales.
Las discriminaciones contra la mujer con respecto a los derechos re-
conocidos en el Pacto se entienden a la luz de la norma de igualdad de la 
mujer establecida en la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer. Dicha norma exige la eliminación de to-
das las formas de discriminación contra la mujer, incluida la discriminación 
sexual que resulta de desventajas sociales y culturales y otras desventajas 
estructurales.
Para determinar cuáles acciones u omisiones constituyen una violación a 
los derechos económicos, sociales y culturales, es importante distinguir entre 
la falta de capacidad y la falta de voluntad del Estado de cumplir sus obliga-
ciones bajo los tratados internacionales. Un Estado que afirma que no puede 
cumplir con su obligación por motivos ajenos a su control, tiene la responsa-
bilidad de comprobar que esto es el caso. Por ejemplo, el cierre temporal de 
una institución de enseñanza debido a un terremoto constituiría una circuns-
tancia ajena al control del Estado, mientras que la eliminación de un régimen 
de seguridad social sin contar con un programa de sustitución adecuado, 
demostraría la falta de voluntad política, de parte del Estado, de cumplir con 
sus obligaciones.
Las acciones directas de los Estados o de otras entidades no reguladas 
adecuadamente por el Estado pueden resultar en violaciones a los derechos 
económicos, sociales y culturales.
   Maastricht menciona algunos ejemplos de dichas violaciones:
a) La anulación o suspensión de cualquier legislación que sea necesaria 
para seguir ejerciendo un derecho económico, social y cultural que 
esté vigente en ese momento;
b) La denegación activa de estos derechos a determinados individuos 
o grupos mediante cualquier forma de discriminación legislada o 
impuesta;
c) El apoyo activo a cualquier medida adoptada por terceros que sea 
contraria a los derechos económicos, sociales y culturales;
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d)  La aprobación de cualquier legislación o política que sea claramente 
incompatible con las obligaciones legales preexistentes relativas a 
estos derechos, salvo cuando esto se hace con el propósito y efecto 
de aumentar la igualdad y mejorar la realización de los derechos 
económicos, sociales y culturales de los grupos más vulnerables;
e)  La adopción de cualquier medida que sea intencionalmente regre-
siva y que reduzca el nivel de protección de cualquiera de estos 
derechos;
f)  La obstaculización o interrupción intencional de la realización pro-
gresiva de un derecho previsto en el Pacto, salvo cuando el Estado 
actúa dentro de los parámetros de una limitación estipulada en el 
Pacto o debido a la falta de recursos disponibles o fuerza mayor;
g)  La reducción o desviación de un gasto público específico, cuando 
dicha reducción o desviación resulta en la imposibilidad del goce de 
estos derechos y no sea acompañada por la adopción de medidas 
adecuadas que aseguren a todos la subsistencia mínima.
Las violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales tam-
bién pueden resultar de la omisión o incumplimiento del Estado en relación a 
la adopción de las medidas necesarias derivadas de sus obligaciones legales. 
A continuación se mencionan algunos ejemplos de dichas violaciones:
a)  La no adopción de las medidas adecuadas estipuladas en el Pacto;
b)  La no modificación o revocación de cualquier legislación que sea 
claramente inconsistente con una obligación prevista en el Pacto;
c)  La no aplicación de legislaciones o ejecución de políticas destinadas 
a hacer efectivas las disposiciones en el Pacto;
d)  La no regulación de actividades de particulares o grupos para evitar 
que éstos violen los derechos económicos, sociales y culturales;
e)  La no utilización al máximo de los recursos disponibles para lograr la 
plena realización del Pacto;
f)  La falta de vigilancia de la efectividad de los derechos económicos, 
sociales y culturales, incluyendo la elaboración y aplicación de crite-
rios e indicadores para evaluar el acatamiento;
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g)  La no eliminación inmediata de los obstáculos que debe eliminar 
para permitir la efectividad inmediata de un derecho garantizado en 
el Pacto;
h)  La no aplicación inmediata de un derecho que debe tener efectivi-
dad inmediata conforme al Pacto;
i)  El no cumplimiento de la norma mínima internacional de realización 
cuando dicho cumplimiento queda dentro de sus posibilidades;
j)  Cuando el Estado, al celebrar convenios bilaterales o multilaterales 
con otro Estado y con organizaciones internacionales o empresas 
multinacionales, no tenga en cuenta sus obligaciones legales in-
ternacionales en la esfera de los derechos económicos, sociales y 
culturales.
Responsabilidad del Estado
En principio se puede atribuir la responsabilidad de las violaciones men-
cionadas al Estado dentro de cuya jurisdicción se producen. Por lo tanto, para 
corregir estas violaciones, el Estado responsable deberá crear mecanismos de 
vigilancia, investigación, procesamiento y recursos para las víctimas.
Un elemento de la obligación de proteger es la responsabilidad del 
Estado de asegurar que entidades privadas o particulares, incluidas las em-
presas transnacionales sobre las cuales ejerce jurisdicción, no violen los de-
rechos económicos, sociales y culturales de las personas. Los Estados son res-
ponsables de las violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales 
que resultan cuando no controlan con la debida diligencia la conducta de 
dichos actores no estatales.
Las obligaciones de los Estados de proteger los derechos económicos, 
sociales y culturales incluyen también su participación en organizaciones in-
ternacionales en las cuales actúan colectivamente.
Víctimas de violaciones
Al igual que con los derechos civiles y políticos, tanto individuos como 
grupos pueden ser víctimas de violaciones a los derechos económicos, socia-
les y culturales. En este sentido, algunos grupos sufren de forma desproporcio-
nada, como por ejemplo personas de bajos ingresos, mujeres, pueblos indíge-
nas y tribales, poblaciones en situaciones de ocupación, personas que buscan 
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asilo, refugiados y desplazados internos, minorías, personas mayores, niños, 
campesinos sin tierra, personas con discapacidad y los desamparados.
Ninguna víctima de violaciones a los derechos económicos, sociales y 
culturales debería ser objeto de sanciones penales debido exclusivamente a 
su condición de víctima, por ejemplo, de leyes que penalizan el hecho de ser 
desamparado. Asimismo, nadie debería ser sujeto a sanciones penales por el 
hecho de reclamar sus derechos económicos, sociales y culturales.
Recursos y otras respuestas a las violaciones. Acceso a los recursos
Toda persona o grupo víctima de una violación a los derechos económi-
cos, sociales y culturales debería tener acceso a recursos legales eficaces o a 
otros recursos adecuados a nivel nacional e internacional.
Resarcimiento adecuado
Toda víctima de violaciones a los derechos económicos, sociales y cultu-
rales tiene el derecho al resarcimiento adecuado, en la forma de restitución, 
compensación, rehabilitación y satisfacción o garantías de no repetición.
Con el fin de establecer recursos legales y de otra índole eficaces para 
las víctimas de violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales, 
los abogados, jueces, adjudicadores, asociaciones de abogados y la comuni-
dad legal en general deberían prestar mucha más atención a dichas violacio-
nes en el ejercicio de sus profesiones, tal como lo recomienda la Comisión 
Internacional de Juristas en la Declaración de Bangalore y el Plan de Acción 
de 1995.
Entre las disposiciones principales del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, destacaremos: 
El artículo 2 se refiere a las obligaciones de las Partes, y señala:
artículo 2
1. Cada uno de los Estados partes en el presente Pacto se compromete 
a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia 
y la cooperación internacionales, especialmente económicas y téc-
nicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en par-
ticular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de 
los derechos aquí reconocidos.
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2.  Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar 
el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión po-
lítica o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.
   3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los dere-
chos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué 
medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el 
presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 
La índole de las obligaciones de los Estados partes (párr. 1 del art. 2 del 
Pacto: 14/12/90)15
El artículo 2 describe la índole de las obligaciones jurídicas generales 
contraídas por los Estados partes en el Pacto: obligaciones de comportamien-
to como obligaciones de resultado.
En particular, aunque el Pacto contempla una realización paulatina y 
tiene en cuenta las restricciones derivadas de la limitación de los recursos con 
que se cuenta, también impone varias obligaciones con efecto inmediato. De 
éstas, dos resultan particularmente importantes. Una de ellas, consiste en que 
los Estados se “comprometen a garantizar” que los derechos pertinentes se 
ejercerán “sin discriminación...”.
   La otra consiste en el compromiso contraído en virtud del párrafo 1 
del artículo 2 en el sentido de “adoptar medidas”, compromiso que en sí mis-
mo no queda condicionado ni limitado por ninguna otra consideración. Tales 
medidas deben ser deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente 
posible hacia la satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto.
Los medios que deben emplearse para dar cumplimiento a la obligación 
de adoptar medidas se definen en el párrafo 1 del artículo 2 como “todos los 
medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legisla-
tivas”. En esferas como la salud, la protección de los niños y las madres y la 
educación y otras, las medidas legislativas pueden ser asimismo un elemento 
indispensable.
15 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
14/12/90 CESCR, Observación General.
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La adopción de medidas legislativas, como se prevé concretamente en 
el Pacto, no agota por sí misma las obligaciones de los Estados partes. Al con-
trario, se debe dar a la frase “por todos los medios apropiados” su significado 
pleno y natural. Si bien cada Estado parte debe decidir por sí mismo qué me-
dios son los más apropiados de acuerdo con las circunstancias y en relación 
con cada uno de los derechos contemplados, la “propiedad” de los medios 
elegidos no siempre resultará evidente. Por consiguiente, los Estados partes 
deberán señalar al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
no sólo las medidas que han adoptado sino también en qué se basan para 
considerar tales medidas como las más “apropiadas” a la vista de las circuns-
tancias. No obstante, corresponde a dicho Comité determinar en definitiva si 
se han adoptado o no todas las medidas apropiadas.
   Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las le-
gislativas, está la de ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a derechos 
que, de acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan considerarse justi-
ciables. El Comité ha observado, por ejemplo, que el disfrute de los derechos 
reconocidos, sin discriminación, se fomentará a menudo de manera apro-
piada, en parte mediante la provisión de recursos judiciales y otros recursos 
efectivos. De hecho, los Estados partes que son asimismo Partes en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos están ya obligados (en virtud de 
los artículos 2 (párrs. 1 y 3), 3 y 26 de este Pacto) a garantizar que toda per-
sona cuyos derechos o libertades (inclusive el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación) reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados, “podrá 
interponer un recurso efectivo” (apartado a) del párrafo 3 del artículo 2).
Además, existen en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales varias otras disposiciones, entre ellas las de los artículos 
3, 7 (inciso i) del apartado a), 8, 10 (párr. 3), 13 (apartado a) del párrafo 2 y 
párrafos 3 y 4) y 15 (párr. 3), que cabría considerar de aplicación inmediata 
por parte de los órganos judiciales y de otra índole en numerosos sistemas 
legales nacionales. Parecería difícilmente sostenible sugerir que las disposi-
ciones indicadas son intrínsecamente no autoejecutables.
En los casos en que la adopción de políticas concretas encaminadas 
directamente a hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto ha to-
mado forma de disposiciones legislativas, el CDESC debería ser informado, 
entre otras cosas, de si tales leyes establecen algún derecho de actuación en 
nombre de las personas o grupos que consideren que sus derechos no se es-
tán respetando plenamente en la práctica. En los casos en que se ha dado el 
reconocimiento constitucional de derechos económicos, sociales y culturales 
concretos, o en los que las disposiciones del Pacto se han incorporado direc-
tamente a las leyes nacionales, el CDESC ha pedido información sobre hasta 
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qué punto tales derechos se consideran justiciables (es decir, que pueden ser 
invocados ante los tribunales).
Otras medidas que también cabe considerar “apropiadas” a los fines del 
párrafo 1 del artículo 2 incluyen, pero no agotan, las de carácter administra-
tivo, financiero, educacional y social.
El CDESC ha reafirmado que los derechos reconocidos en el Pacto pue-
den hacerse efectivos en el contexto de una amplia variedad de sistemas 
económicos y políticos, a condición únicamente de que la interdependencia 
e indivisibilidad de los dos conjuntos de derechos humanos, como se afirma 
entre otros lugares, en el preámbulo del Pacto, se reconozcan y queden re-
flejados en el sistema de que se trata. El Comité también señala la pertinen-
cia a este respecto de otros derechos humanos, en particular el derecho al 
desarrollo.
La principal obligación en lo que atañe a resultados que se refleja en el 
párrafo 1 del artículo 2 es la de adoptar medidas “para lograr progresivamente 
la plena efectividad de los derechos reconocidos [en el Pacto]”. La expresión 
“progresiva efectividad” se usa con frecuencia para describir la intención de 
esta frase. El concepto de progresiva efectividad constituye un reconocimien-
to del hecho de que la plena efectividad de todos los derechos económicos, 
sociales y culturales en general no podrá lograrse en un breve período de 
tiempo.
En este sentido, la obligación difiere de manera importante de la que 
figura en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
e incorpora una obligación inmediata de respetar y garantizar todos los dere-
chos pertinentes. Sin embargo, el hecho de que la efectividad a lo largo del 
tiempo, o en otras palabras progresivamente, se prevea en relación con el 
Pacto, no se ha de interpretar equivocadamente como que priva a la obliga-
ción de todo contenido significativo. Por una parte, se requiere un dispositivo 
de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo real y las di-
ficultades que implica para cada país el asegurar la plena efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe in-
terpretarse a la luz del objetivo general, en realidad la razón de ser del Pacto, 
que es establecer claras obligaciones para los Estados partes con respecto a 
la plena efectividad de los derechos de que se trata. Éste impone así una obli-
gación de proceder lo más expedita y eficazmente posible con miras a lograr 
ese objetivo. Además, todas las medidas de carácter deliberadamente retro-
activo en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y deberán 
justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos 
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en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los 
recursos de que se disponga.
El CDESC ha sido de opinión de que corresponde a cada Estado parte 
una obligación mínima de asegurar la satisfacción de por lo menos niveles 
esenciales de cada uno de los derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en 
el que un número importante de individuos está privado de alimentos esen-
ciales, de atención primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o 
de las formas más básicas de enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus 
obligaciones en virtud del Pacto. Si el Pacto se ha de interpretar de tal manera 
que no establezca una obligación mínima, carecería en gran medida de su ra-
zón de ser. Análogamente, se ha de advertir que toda evaluación en cuanto a 
si un Estado ha cumplido su obligación mínima debe tener en cuenta también 
las limitaciones de recursos que se aplican al país de que se trata. El párrafo 1 
del artículo 2 obliga a cada Estado parte a tomar las medidas necesarias “has-
ta el máximo de los recursos de que disponga”. Para que cada Estado parte 
pueda atribuir su falta de cumplimiento de las obligaciones mínimas a una 
falta de recursos disponibles, debe demostrar que ha realizado todo esfuerzo 
para utilizar todos los recursos que están a su disposición en un esfuerzo por 
satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas.
El CDESC  ha puesto de relieve que, aunque se demuestre que los recur-
sos disponibles son insuficientes, sigue en pie la obligación de que el Estado 
parte se empeñe en asegurar el disfrute más amplio posible de los derechos 
pertinentes dadas las circunstancias reinantes. Más aún, de ninguna manera 
se eliminan, como resultado de las limitaciones de recursos, las obligaciones 
de vigilar la medida de la realización, o más especialmente de la no realiza-
ción, de los derechos económicos, sociales y culturales y de elaborar estrate-
gias y programas para su promoción.
El CDESC ha subrayado también el hecho de que, aun en tiempos de 
limitaciones graves de recursos, causadas sea por el proceso de ajuste, de 
recesión económica o por otros factores, se puede y se debe en realidad 
proteger a los miembros vulnerables de la sociedad mediante la adopción de 
programas de relativo bajo costo
El CDESC ha puesto de relieve que de acuerdo con los artículos 55 y 
56 de la Carta de las Naciones Unidas, con principios bien establecidos del 
Derecho Internacional y con las disposiciones del propio Pacto, la coopera-
ción internacional para el desarrollo y, por tanto, para la efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales, es una obligación de todos los 
Estados. Corresponde particularmente a los Estados que están en condiciones 
de ayudar a los demás a este respecto. El Comité ha advertido, en particular, 
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la importancia de la Declaración sobre el derecho al desarrollo aprobada por 
la Asamblea General en su Resolución 41/128 de 4 de diciembre de 1986 y 
la necesidad de que los Estados partes tengan plenamente en cuenta la tota-
lidad de los principios reconocidos en ella. Insiste en que si los Estados que 
están en situación de hacerlo no ponen en marcha un programa dinámico de 
asistencia y cooperación internacionales, la realización plena de los derechos 
económicos, sociales y culturales seguirá siendo una aspiración insatisfecha 
en muchos países. 
El derecho a una alimentación adecuada16 (art. 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)
artículo 11
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso ali-
mentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apro-
piadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este 
efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada 
en el libre consentimiento.
2.  Los Estados partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho funda-
mental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, 
individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, 
incluidos los programas concretos, que se necesitan para:
a)  Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técni-
cos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el per-
feccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que 
se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 
naturales;
b)  Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en 
relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que 
16 E/12/1999/5. 12 mayo de 1999. Español. Original: Inglés. Naciones Unidas. Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 20° período de sesiones. Ginebra, 26 de 
abril al 14 de mayo de 1999. Tema 7 del programa Cuestiones sustantivas que se plantean 
en la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Observación general N°12 (20° período de sesiones, 1999). 
162
HuGo llanos mansilla
se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios 
como a los que los exportan.
   El derecho a una alimentación adecuada está inseparablemente vin-
culado a la dignidad inherente de la persona humana y es indispensable para 
el disfrute de otros derechos humanos consagrados en la Carta Internacional 
de Derechos Humanos. Es también inseparable de la justicia social, pues 
requiere la adopción de políticas económicas, ambientales y sociales ade-
cuadas, en el plano nacional e internacional, orientadas a la erradicación de 
la pobreza y al disfrute de todos los derechos humanos por todos.
Pese a que la comunidad internacional ha reafirmado con frecuencia 
la importancia del pleno respeto del derecho a una alimentación adecuada, 
se advierte una disparidad entre las formas que se fijan en el artículo 11 del 
Pacto y la situación que existe en muchas partes del mundo. Más de 840 
millones de personas de todo el mundo, la mayoría de ellas de países en de-
sarrollo, sufren de hambre crónica; millones de personas sufren hambrunas 
causadas por los desastres naturales, el aumento de la incidencia de los con-
flictos civiles y las guerras en algunas regiones y el uso de los alimentos como 
arma política. El Comité observa que si bien los problemas del hambre y la 
malnutrición suelen ser especialmente agudos en los países en desarrollo, la 
malnutrición, la subnutrición y otros problemas relacionados con el derecho 
a una alimentación adecuada y el derecho a estar protegido contra el hambre 
existen también en algunos de los países económicamente más desarrollados. 
Básicamente, las raíces del problema del hambre y la malnutrición no están 
en la falta de alimento sino en la falta de acceso a los alimentos disponibles, 
por parte de grandes segmentos de la población del mundo, entre otras razo-
nes, a causa de la pobreza.
El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, 
mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y eco-
nómico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para ob-
tenerla. El derecho a la alimentación adecuada no debe interpretarse, por 
consiguiente, en forma estrecha o restrictiva asimilándolo a un conjunto de 
calorías, proteínas y otros elementos nutritivos concretos. El derecho a la ali-
mentación adecuada tendrá que alcanzarse progresivamente. No obstante, 
los Estados tienen la obligación básica de adoptar las medidas necesarias 
para mitigar y aliviar el hambre tal como se dispone en el párrafo 2 del artí-
culo 11, incluso en caso de desastre natural o de otra índole.
El concepto de adecuación es particularmente importante en relación 
con el derecho a la alimentación, puesto que sirve para poner de relieve 
una serie de factores que deben tenerse en cuenta al determinar si puede 
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considerarse que ciertas formas de alimentos o regímenes de alimentación 
a las que se tiene acceso son las más adecuadas en determinadas circuns-
tancias a los fines de lo dispuesto en el artículo 11 del Pacto. El concepto 
de sostenibilidad está íntimamente vinculado al concepto de alimentación 
adecuada o de seguridad alimentaria, que entraña la posibilidad de acceso a 
los alimentos por parte de las generaciones presentes y futuras. El significado 
preciso de “adecuación” viene determinado en buena medida por las condi-
ciones sociales, económicas, culturales, climáticas, ecológicas y de otro tipo 
imperantes en el momento, mientras que el de “sostenibilidad” entraña el 
concepto de disponibilidad y accesibilidad a largo plazo.
El CDESC considera que el contenido básico del derecho a la alimenta-
ción adecuada comprende lo siguiente:
–  la disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para 
satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, sin sustancias 
nocivas, y aceptables para una cultura determinada;
–  la accesibilidad de esos alimentos en formas que sean sostenibles y que 
no dificulten el goce de otros derechos humanos.
Por necesidades alimentarias se entiende que el régimen de alimenta-
ción en conjunto aporta una combinación de productos nutritivos para el 
crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la actividad 
física que sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológicas humanas 
en todas las etapas del ciclo vital, y según el sexo y la ocupación.
   Por consiguiente, será preciso adoptar medidas para mantener, adap-
tar o fortalecer la diversidad del régimen y las pautas de alimentación y con-
sumo adecuadas, incluida la lactancia materna, al tiempo que se garantiza 
que los cambios en la disponibilidad y acceso a los alimentos mínimos no 
afectan negativamente a la composición y la ingesta de alimentos.
Por disponibilidad se entienden las posibilidades que tiene el individuo 
de alimentarse ya sea directamente, explotando la tierra productiva u otras 
fuentes naturales de alimentos, o mediante sistemas de distribución, elabo-
ración y de comercialización que funcionen adecuadamente y que puedan 
trasladar los alimentos desde el lugar de producción a donde sea necesario 
según la demanda.
La accesibilidad comprende la accesibilidad económica y física:
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La accesibilidad económica implica que los costos financieros perso-
nales o familiares asociados con la adquisición de los alimentos necesarios 
para un régimen de alimentación adecuado deben estar a un nivel tal que 
no se vean amenazadas o en peligro la provisión y la satisfacción de otras 
necesidades básicas. La accesibilidad económica se aplica a cualquier tipo 
o derecho de adquisición por el que las personas obtienen sus alimentos y 
es una medida del grado en que es satisfactorio para el disfrute del derecho 
a la alimentación adecuada. Los grupos socialmente vulnerables como las 
personas sin tierra y otros segmentos particularmente empobrecidos de la 
población pueden requerir la atención de programas especiales.
La accesibilidad física implica que la alimentación adecuada debe ser 
accesible a todos, incluidos los individuos físicamente vulnerables, tales como 
los lactantes y los niños pequeños, las personas de edad, los discapacitados 
físicos, los moribundos y las personas con problemas médicos persistentes, 
tales como los enfermos mentales. Será necesario prestar especial atención y, 
a veces, conceder prioridad con respecto a la accesibilidad de los alimentos 
a las personas que viven en zonas propensas a los desastres y a otros grupos 
particularmente desfavorecidos. Son especialmente vulnerables muchos gru-
pos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse 
amenazado.
La principal obligación es la de adoptar medidas para lograr progresiva-
mente el pleno ejercicio del derecho a una alimentación adecuada.
   Ello impone la obligación de avanzar lo más rápidamente posible 
para alcanzar ese objetivo. Cada uno de los Estados partes se compromete 
a adoptar medidas para garantizar que toda persona que se encuentre bajo 
su jurisdicción tenga acceso al mínimo de alimentos esenciales suficientes, 
inocuos y nutritivamente adecuados para protegerla contra el hambre.
El derecho a la alimentación adecuada, al igual que cualquier otro dere-
cho humano, impone tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados partes: 
las obligaciones de respetar, proteger y realizar. A su vez, la obligación de 
realizar entraña tanto la obligación de facilitar como la obligación de hacer 
efectivo. La obligación de respetar el acceso existente a una alimentación 
adecuada requiere que los Estados no adopten medidas de ningún tipo que 
tengan por resultado impedir ese acceso. La obligación de proteger requiere 
que el Estado parte adopte medidas para velar por que las empresas o los 
particulares no priven a las personas del acceso a una alimentación adecua-
da. La obligación de realizar (facilitar) significa que el Estado debe procurar 
iniciar actividades con el fin de fortalecer el acceso y la utilización por parte 
de la población de los recursos y medios que aseguren sus medios de vida, 
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incluida la seguridad alimentaria. Por último, cuando un individuo o un gru-
po sea incapaz, por razones que escapen a su control, de disfrutar el derecho 
a una alimentación adecuada por los medios a su alcance, los Estados tienen 
la obligación de realizar (hacer efectivo) ese derecho directamente.
Algunas de las medidas a estos distintos niveles de obligación de los 
Estados partes tienen un carácter más inmediato, mientras que otras tienen un 
carácter de más largo plazo, para lograr gradualmente el pleno ejercicio del 
derecho a la alimentación.
El Pacto se viola cuando un Estado no garantiza la satisfacción de, al me-
nos, el nivel mínimo esencial necesario para estar protegido contra el ham-
bre. Al determinar qué medidas u omisiones constituyen una violación del 
derecho a la alimentación, es importante distinguir entre la falta de capacidad 
y la falta de voluntad de un Estado para cumplir sus obligaciones.
En el caso de que un Estado parte aduzca que la limitación de sus recur-
sos le impiden facilitar el acceso a la alimentación a aquellas personas que no 
son capaces de obtenerla por sí mismas, el Estado ha de demostrar que ha he-
cho todos los esfuerzos posibles por utilizar todos los recursos de que dispone 
con el fin de cumplir, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas.
Esta obligación dimana del párrafo 1 del artículo 2 del Pacto en el que 
se obliga a cada Estado parte a tomar las medidas necesarias hasta el máximo 
de los recursos de que disponga. El Estado que aduzca que es incapaz de 
cumplir esta obligación por razones que están fuera de su control, tiene, por 
tanto, la obligación de probar que ello es cierto y que no ha logrado recabar 
apoyo internacional para garantizar la disponibilidad y accesibilidad de los 
alimentos necesarios. 
El derecho al trabajo (arts. 6, 7 y 8 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales)17.
17 E/C 12/1999/GC/18. 6 de febrero de 2006. Naciones Unidas. Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, 35° período de sesiones. Ginebra, 7 al 25 de noviembre 
de 2005. Tema 3 del programa provisional. Observación General N°18, aprobada el 24 
de noviembre del 2005.Consejo Económico y Social E C.12/GC/18, Artículo 6 del Pacto 




   artículo 6
   1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho a 
trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad 
de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y 
tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.
   2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados 
partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho 
deberá figurar la orientación y formación técnico-profesional, la preparación 
de programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo eco-
nómico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en con-
diciones que garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales 
de la persona humana.
   El derecho a trabajar es fundamental para disfrutar de derechos rela-
cionados con la subsistencia y el sustento, como son los derechos de alimen-
tación, el vestido, la vivienda. Además, puede afectar los derechos relaciona-
dos con la salud y la educación. 
artículo 7
Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le 
aseguren en especial:
a)  Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los 
trabajadores:
i)  Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distin-
ciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las 
mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, 
con salario igual por trabajo igual;
ii)  Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias 
conforme a las disposiciones del presente Pacto;
b)  La seguridad y la higiene en el trabajo;
c)  Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su traba-
jo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideracio-
nes que los factores de tiempo de servicio y capacidad;
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   d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de 
las horas de trabajo y las vacaciones periódicas pagadas, así como la 
remuneración de los días festivos.
Esta disposición legal garantiza el derecho a condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias. Se establece el derecho a una remuneración míni-
ma del trabajo y un salario equitativo para garantizar una condición digna al 
ser humano. Además, las personas deben disfrutar de condiciones mínimas 
de salud e higiene en el trabajo, para lo cual los Estados adoptarán políticas y 
legislación orientadas a este fin.
   El derecho a fundar y a afiliarse a sindicatos es garantizado por el ar-
tículo 8.
artículo 8
1.  Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:
a)  El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su 
elección, con sujeción únicamente a los estatutos de la organización 
correspondiente, para promover y proteger sus intereses económi-
cos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio 
de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias 
en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o 
del orden público, o para la protección de los derechos y libertades 
ajenos;
b)  El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones 
nacionales y el de éstas a fundar organizaciones sindicales interna-
cionales o a afiliarse a las mismas;
c)  El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras li-
mitaciones que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden 
público, o para la protección de los derechos y libertades ajenos;
d)  El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada 
país.
2.  El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejer-
cicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la 
policía o de la administración del Estado.
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3.  Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados par-
tes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo 
de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del dere-
cho de sindicación, a adoptar medidas legislativas que menosca-
ben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en 
forma que menoscabe dichas garantías.
Este derecho a fundar y afiliarse a sindicatos, se vincula íntimamente 
con el derecho a la libertad de asociación. Y son fundamentales, junto al de-
recho de huelga. El Nº 2 permite sí, excepcionalmente, las restricciones que 
menciona.16
El derecho al trabajo es un derecho fundamental, reconocido en diversos 
instrumentos de Derecho Internacional. El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, a través de su artículo 6, trata este derecho 
más extensamente que cualquier otro instrumento.
El derecho al trabajo es esencial para la realización de otros derechos 
humanos y constituye una parte inseparable e inherente de la dignidad hu-
mana. Toda persona tiene el derecho a trabajar para poder vivir con dignidad. 
El derecho al trabajo sirve, al mismo tiempo, a la supervivencia del individuo 
y de su familia y contribuye también, en tanto que el trabajo es libremente 
escogido o aceptado, a su plena realización y a su reconocimiento en el seno 
de la comunidad.
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
proclama el derecho al trabajo en un sentido general en su artículo 6 y desa-
rrolla explícitamente la dimensión individual del derecho al trabajo mediante 
el reconocimiento, en el artículo 7, del derecho de toda persona a condicio-
nes de trabajo equitativas y satisfactorias, en especial la seguridad de las con-
diciones de trabajo. La dimensión colectiva del derecho al trabajo se aborda 
en el artículo 8, que estipula el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al 
sindicato de su elección, así como el derecho de los sindicatos a funcionar 
libremente. El artículo 6 define el derecho al trabajo de manera general y no 
exhaustiva. En el párrafo 1 del artículo 6, los Estados partes reconocen “el 
derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la 
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o 
aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho”. En el 
párrafo 2, los Estados partes reconocen que “para lograr la plena efectividad 
de este derecho”, habrán de adoptar medidas entre las que deberán figurar “la 
orientación y formación técnico-profesional, la preparación de programas, 
normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social 
y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que 
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garanticen las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona 
humana”.
En estos objetivos se reflejan los propósitos y principios fundamentales 
de las Naciones Unidas, tal como se definen en el párrafo 3 del artículo 1 de 
la Carta de la Organización. Tales objetivos se recogen también en lo esen-
cial en el párrafo 1 del artículo 23 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos.
El derecho al trabajo, amparado en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, afirma la obligación de los Estados partes 
de garantizar a las personas su derecho al trabajo libremente elegido o acep-
tado, en particular el derecho a no ser privado de trabajo de forma injusta. 
Esta definición subraya el hecho de que el respeto a la persona y su dignidad 
se expresa a través de la libertad del individuo para elegir un trabajo, hacien-
do hincapié al tiempo en la importancia del trabajo para el desarrollo perso-
nal, así como para la integración social y económica. El Convenio Nº 122 de 
la Organización Internacional del Trabajo, sobre la política del empleo (1964) 
habla de “empleo pleno, productivo y libremente elegido”, vinculando la 
obligación de los Estados partes en lo relativo a crear las condiciones de ple-
no empleo con la obligación de velar por la eliminación del trabajo forzado. 
Ahora bien, para millones de seres humanos de todo el mundo, el disfrute 
pleno del derecho a un trabajo libremente escogido o aceptado sigue siendo 
un objetivo lejano. El Comité reconoce la existencia de obstáculos estructura-
les y de otra naturaleza resultantes de factores internacionales y otros factores 
ajenos a la voluntad de los Estados que obstaculizan la plena aplicación del 
artículo 6 en gran número de Estados partes.
El trabajo, según reza el artículo 6 del Pacto, debe ser un trabajo digno. 
Éste es el trabajo que respeta los derechos fundamentales de la persona hu-
mana, así como los derechos de los trabajadores en lo relativo a condiciones 
de seguridad laboral y remuneración. También ofrece una renta que permite 
a los trabajadores vivir y asegurar la vida de sus familias, tal como se subraya 
en el artículo 7 del Pacto. Estos derechos fundamentales también incluyen 
el respeto a la integridad física y mental del trabajador en el ejercicio de su 
empleo.
El hecho de que la realización del derecho al trabajo sea progresiva y 
tenga lugar a lo largo del tiempo no debía ser interpretado como que pri-
va a las obligaciones de los Estados partes de todo contenido significativo. 
Significa que los Estados partes tienen la obligación concreta y constante de 
“avanzar lo más expedita y eficazmente posible” hacia la plena aplicación 
del artículo 6. 
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El derecho a una vivienda adecuada (párr. 1 del art. 11 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)18.
artículo 11
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho a toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso ali-
mentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apro-
piadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este 
efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada 
en el libre consentimiento.
El derecho humano a una vivienda adecuada tiene una importancia 
fundamental para el disfrute de todos los derechos económicos, sociales y 
culturales.
Aun cuando existe una amplia variedad de instrumentos internacionales 
que abordan los diferentes aspectos del derecho a una vivienda adecuada 
(3), el párrafo 1 del artículo 11 del Pacto es la más amplia, y quizás la más 
importante, de todas las disposiciones pertinentes.
A pesar de que la comunidad internacional ha reafirmado con frecuen-
cia la importancia del pleno respeto del derecho a una vivienda adecuada, 
sigue existiendo un abismo preocupante entre las normas fijadas en el párrafo 
1 del artículo 11 del Pacto y la situación reinante en muchas regiones del 
mundo. Aunque esos problemas suelen ser especialmente graves en algunos 
países en desarrollo que enfrentan limitaciones graves de recursos y de otra 
índole, el Comité ha observado que existen también considerables problemas 
de falta de vivienda y de viviendas inadecuadas en algunas de las sociedades 
más desarrolladas económicamente. Las Naciones Unidas calculan que hay 
más de 100 millones de personas sin hogar y más de 1.000 millones alojadas 
en viviendas inadecuadas en todo el mundo. No existe indicación de que 
estén disminuyendo esas cifras. Parece evidente que ningún Estado parte está 
libre de problemas importantes de una clase u otra en relación con el derecho 
a la vivienda.
18 13/12/91 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos CESCR, Observación general N° 4 (General Comments), 16° período de sesiones, 
Ginebra, 28 de abril al 16 de mayo de 1997.
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El derecho a una vivienda adecuada se aplica a todos. La referencia 
“para sí y su familia” no se puede considerar en el sentido de que impone una 
limitación de algún tipo sobre la aplicabilidad de ese derecho a las personas 
o los hogares en los que el cabeza de familia es una mujer o a cualesquiera 
otros grupos. Así, el concepto de “familia” debe entenderse en un sentido 
lato.
El derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros derechos hu-
manos y a los principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así 
pues, “la dignidad inherente a la persona humana”, de la que se dice que se 
derivan los derechos del Pacto, exige que el término “vivienda” se interprete 
en un sentido que tenga en cuenta otras diversas consideraciones, y princi-
palmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean cuales 
fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En segundo lugar, 
la referencia que figura en el párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender 
en sentido de vivienda a secas, sino de vivienda adecuada. Como han reco-
nocido la Comisión de Asentamientos Humanos y la Estrategia Mundial de 
Vivienda, hasta el año 2000 en su párrafo 5: “el concepto de ‘vivienda ade-
cuada’... significa disponer de un lugar donde poderse aislar si se desea, es-
pacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, 
una infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en relación 
con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable”.
Una vivienda adecuada debe contener ciertos servicios indispensables 
para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición. Todos los beneficia-
rios del derecho a una vivienda adecuada deberían tener acceso permanente 
a recursos naturales y comunes, a agua potable, a energía para la cocina, la 
calefacción y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de almace-
namiento de alimentos, de eliminación de desechos, de drenaje y a servicios 
de emergencia.
La vivienda adecuada debe ser asequible a los que tengan derecho. 
Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno 
y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debería 
garantizarse cierto grado de consideración prioritaria en la esfera de la vi-
vienda a los grupos desfavorecidos, como las personas de edad, los niños, los 
discapacitados físicos, los enfermos mentales, los individuos VIH positivos, 
las personas con problemas médicos persistentes, las víctimas de desastres 
naturales, las personas que viven en zonas en que suelen producirse desas-
tres, y otros grupos de personas.
   La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que permita el ac-
ceso a las opciones de empleo, los servicios de atención de la salud, centros 
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de atención para niños, escuelas y otros servicios sociales. Esto es particular-
mente cierto en ciudades grandes y zonas rurales donde los costos tempora-
les y financieros para llegar a los lugares de trabajo y volver de ellos puede 
imponer exigencias excesivas en los presupuestos de las familias pobres. De 
manera semejante, la vivienda no debe construirse en lugares contaminados 
ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que amenazan el 
derecho a la salud de los habitantes.
   La manera en que se construye la vivienda, los materiales de cons-
trucción utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir adecua-
damente la expresión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda. 
Las actividades vinculadas al desarrollo o la modernización en la esfera de 
la vivienda deben velar por que no se sacrifiquen las dimensiones culturales 
de la vivienda y por que se aseguren, entre otros, los servicios tecnológicos 
modernos.
El CDESC considera que muchos elementos componentes del derecho 
a la vivienda adecuada son por lo menos conformes con la disposición de 
recursos jurídicos internos. Según el sistema jurídico tales esferas incluyen, 
pero no están limitadas a: a) apelaciones jurídicas destinadas a evitar desa-
hucios planeados o demoliciones mediante la emisión de mandatos de los 
tribunales; b) procedimientos jurídicos que buscan indemnización después 
de un desahucio ilegal; c) reclamaciones contra acciones ilegales realiza-
das o apoyadas por los propietarios (sean públicos o privados) en relación 
con los niveles de alquiler, mantenimiento de la vivienda y discriminación 
racial u otras formas de discriminación; d) denuncias de cualquier forma de 
discriminación en la asignación y disponibilidad de acceso a la vivienda, y 
e) reclamaciones contra los propietarios acerca de condiciones de viviendas 
insalubres o inadecuadas. En algunos sistemas jurídicos podría ser también 
adecuado estudiar la posibilidad de facilitar juicios en situaciones que impli-
can niveles de gran aumento de personas sin hogar. 
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (art. 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)19.
19 11/08/2000. Naciones Unidas. Consejo Económico y Social E/C.12/2000/4-11 de agosto 
de 2000. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 22° período de sesio-
nes, Ginebra, 25 de abril al 12 de mayo del 2000.
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artículo 12
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.
2.  Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para:
a)  La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el 
sano desarrollo de los niños;
b)  El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente;
c)  La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, en-
démicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;
d)  La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica 
y servicios médicos en caso de enfermedad.
La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho al 
disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente. 
La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numero-
sos procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en 
materia de salud, la aplicación de los programas de salud elaborados por 
la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la adopción de instrumentos 
jurídicos concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados com-
ponentes aplicables en virtud de la ley.
El derecho a la salud está estrechamente vinculado con el ejercicio de 
otros derechos humanos y depende de esos derechos, que se enuncian en la 
Carta Internacional de Derechos, en particular el derecho a la alimentación, a 
la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la vida, a la no 
discriminación, a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida privada, 
al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circula-
ción. Esos y otros derechos y libertades abordan los componentes integrales 
del derecho a la salud.
Al elaborar el artículo 12 del Pacto, la Tercera Comisión de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas no adoptó la definición de la salud que figu-
ra en el preámbulo de la Constitución de la OMS, que concibe la salud como 
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“un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no solamente 
como ausencia de afecciones o enfermedades”. Sin embargo, la referencia 
que en el párrafo 1 del artículo 12 del Pacto se hace al “más alto nivel posible 
de salud física y mental” no se limita al derecho a la atención de la salud. Por 
el contrario, el historial de la elaboración y la redacción expresa del párrafo 
2 del artículo 12 reconoce que el derecho a la salud abarca una amplia gama 
de factores socioeconómicos que promueven las condiciones merced a las 
cuales las personas pueden llevar una vida sana, y hace ese derecho exten-
sivo a los factores determinantes básicos de la salud, como la alimentación 
y la nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia potable y a condiciones 
sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas y un medio am-
biente sano.
El CDESC es consciente de que para millones de personas en todo el 
mundo el pleno disfrute del derecho a la salud continúa siendo un objetivo 
remoto. Es más, en muchos casos, sobre todo por lo que respecta a las perso-
nas que viven en la pobreza, ese objetivo es cada vez más remoto. El CDESC 
es consciente de que los formidables obstáculos estructurales y de otra índole 
resultantes de factores internacionales y otros factores fuera del control de 
los Estados impiden la plena realización del artículo 12 en muchos Estados 
partes.
El derecho a la salud no debe entenderse como un derecho a estar sano. 
El derecho a la salud entraña libertades y derechos. Entre las libertades figura 
el derecho a controlar su salud y su cuerpo, y el derecho a no padecer in-
jerencias, como el derecho a no ser sometido a torturas ni a tratamientos y 
experimentos médicos no consensuales. En cambio, entre los derechos figura 
el relativo a un sistema de protección de la salud que brinde a las personas 
oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel posible de salud.
El concepto del “más alto nivel posible de salud”, a que se hace refe-
rencia en el párrafo 1 del artículo 12, tiene en cuenta tanto las condiciones 
biológicas y socioeconómicas esenciales de la persona como los recursos 
con que cuenta el Estado. Existen varios aspectos que no pueden abordarse 
únicamente desde el punto de vista de la relación entre el Estado y los indi-
viduos; en particular, un Estado no puede garantizar la buena salud ni puede 
brindar protección contra todas las causas posibles de la mala salud del ser 
humano. Así, los factores genéticos, la propensión individual a una afección y 
la adopción de estilos de vida malsanos o arriesgados suelen desempeñar un 
papel importante en lo que respecta a la salud de la persona. Por lo tanto, el 
derecho a la salud debe entenderse como un derecho al disfrute de toda una 
gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar 
el más alto nivel posible de salud.
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Desde la adopción de los dos Pactos Internacionales de las Naciones 
Unidas en 1966, la situación mundial de la salud se ha modificado de manera 
espectacular, al paso que el concepto de la salud ha experimentado cambios 
importantes en cuanto a su contenido y alcance. Se están teniendo en cuenta 
más elementos determinantes de la salud, como la distribución de los recur-
sos y las diferencias basadas en la perspectiva de género. Una definición más 
amplia de la salud también tiene en cuenta inquietudes de carácter social, 
como las relacionadas con la violencia o el conflicto armado o del derecho a 
la salud, lo que ha de tenerse en cuenta al interpretar el artículo 12.
El CDESC interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del 
artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de 
salud oportuna y apropiada sino también los principales factores determi-
nantes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones 
sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una nutri-
ción adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y 
el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones 
relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. Otro as-
pecto importante es la participación de la población en todo el proceso de 
adopción de decisiones sobre las cuestiones relacionadas con la salud en los 
planos comunitario, nacional e internacional.
La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endé-
micas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas (apartado c) del 
párrafo 2 del artículo 12), exigen que se establezcan programas de preven-
ción y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud que guar-
dan relación con el comportamiento, como las enfermedades de transmisión 
sexual, en particular el VIH/Sida, y las que afectan de forma adversa a la salud 
sexual y genésica, y se promuevan los factores sociales determinantes de la 
buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, el desarrollo eco-
nómico y la igualdad de género.
El CDESC recomienda que los Estados incorporen la perspectiva de gé-
nero en sus políticas, planificación, programas e investigaciones en materia 
de salud a fin de promover mejor la salud de la mujer y el hombre. Un enfo-
que basado en la perspectiva de género reconoce que los factores biológicos 
y socioculturales ejercen una influencia importante en la salud del hombre 
y la mujer. La desagregación, según el sexo, de los datos socioeconómicos y 
los datos relativos a la salud, es indispensable para determinar y subsanar las 
desigualdades en lo referente a la salud.
Para suprimir la discriminación contra la mujer es preciso elaborar y 
aplicar una amplia estrategia nacional con miras a la promoción del derecho 
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a la salud de la mujer a lo largo de toda su vida. Esa estrategia debe prever en 
particular las intervenciones con miras a la prevención y el tratamiento de las 
enfermedades que afectan a la mujer, así como políticas encaminadas a pro-
porcionar a la mujer acceso a una gama completa de atenciones de la salud 
de alta calidad y al alcance de ella, incluidos los servicios en materia sexual y 
reproductiva. Un objetivo importante deberá consistir en la reducción de los 
riesgos que afectan a la salud de la mujer, en particular la reducción de las 
tasas de mortalidad materna y la protección de la mujer contra la violencia en 
el hogar. También es importante adoptar medidas preventivas, promocionales 
y correctivas para proteger a la mujer contra las prácticas y normas culturales 
tradicionales perniciosas que atentan contra ella.
La realización progresiva del derecho a la salud a lo largo de un deter-
minado período no debe interpretarse en el sentido de que priva de todo con-
tenido significativo las obligaciones de los Estados partes. Antes, al contrario, 
la realización progresiva significa que los Estados partes tienen la obligación 
concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia 
la plena realización del artículo 12.
Al igual que en el caso de los demás derechos enunciados en el Pacto, 
existe una fuerte presunción de que no son permisibles las medidas regresivas 
adoptadas en relación con el derecho a la salud.
Al igual que todos los derechos humanos, el derecho a la salud impo-
ne tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados partes: la obligación de 
respetar, proteger y cumplir. A su vez, la obligación de cumplir comprende 
la obligación de facilitar, proporcionar y promover. La obligación de respetar 
exige que los Estados se abstengan de injerirse directa o indirectamente en 
el disfrute del derecho a la salud. La obligación de proteger requiere que los 
Estados adopten medidas para impedir que terceros interfieran en la aplica-
ción de las garantías previstas en el artículo 12. Por último, la obligación de 
cumplir requiere que los Estados adopten medidas apropiadas de carácter 
legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole para dar 
plena efectividad al derecho a la salud. 
El derecho a la educación (art. 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales)20.
20 08/12/99.E/C.12/1999/ 10.8 de diciembre de 1999. Naciones Unidas. Consejo Econó-
mico y Social. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 21° período de 
sesiones, 15 de noviembre al 3 de diciembre de 1999.
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artículo 13
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de 
su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación 
debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre 
todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, 
y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del manteni-
miento de la paz.
2.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de 
lograr el pleno ejercicio de este derecho:
a)  La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente;
b)  La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la en-
señanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y 
hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en 
particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;
c)  La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean 
apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la en-
señanza gratuita;
d)  Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la edu-
cación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o 
terminado el ciclo completo de instrucción primaria;
e)  Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en 
todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de 
becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuer-
po docente.
3.  Los Estados partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger 
para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autori-
dades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que 
el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que 
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sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones.
4.  Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restric-
ción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los princi-
pios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas 
instituciones se ajuste a las normas.
La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispen-
sable de realizar otros derechos humanos. Como derecho del ámbito de la 
autonomía de la persona, la educación es el principal medio que permite a 
adultos y menores marginados económica y socialmente salir de la pobreza 
y participar plenamente en sus comunidades. La educación desempeña un 
papel decisivo en la emancipación de la mujer, la protección de los niños 
contra la explotación laboral, el trabajo peligroso y la explotación sexual, 
la promoción de los derechos humanos y la democracia, la protección del 
medio ambiente y el control del crecimiento demográfico. Está cada vez más 
aceptada la idea de que la educación es una de las mejores inversiones finan-
cieras que los Estados pueden hacer, pero su importancia no es únicamente 
práctica pues disponer de una mente instruida, inteligente y activa, con liber-
tad y amplitud de pensamiento, es uno de los placeres y recompensas de la 
existencia humana.
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
dedica dos artículos al derecho a la educación, los artículos 13 y 14. El artí-
culo 13, la disposición más extensa del Pacto, es el artículo de alcance más 
amplio y más exhaustivo sobre los derechos humanos. El CDESC ha dado 
a conocer que, para millones de personas de todo el mundo, el disfrute del 
derecho a la educación sigue siendo un objetivo lejano. Más aún, en muchos 
casos, este objetivo se aleja cada vez más. El Comité también tiene concien-
cia de los extraordinarios obstáculos estructurales y de otro tipo que impiden 
la aplicación plena del artículo 13 en muchos Estados partes.
La educación en todas sus formas y en todos los niveles debe tener las 
siguientes cuatro características interrelacionadas:
a)  Disponibilidad. Debe haber instituciones y programas de enseñanza 
en cantidad suficiente en el ámbito del Estado parte.
b)  Accesibilidad. Las instituciones y los programas de enseñanza han 
de ser accesibles a todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado 
parte. La accesibilidad consta de tres dimensiones que coinciden 
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parcialmente: i) No discriminación. La educación debe ser accesi-
ble a todos, especialmente a los grupos más vulnerables de hecho 
y de derecho, sin discriminación por ninguno de los motivos prohi-
bidos (véanse los párrafos 31 a 37 sobre la no discriminación); ii) 
Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible material-
mente, ya sea por su localización geográfica de acceso razonable 
(por ejemplo, una escuela vecinal) o por medio de la tecnología mo-
derna (mediante el acceso a programas de educación a distancia); 
iii) Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance de 
todos. Esta dimensión de la accesibilidad está condicionada por las 
diferencias de redacción del párrafo 2 del artículo 13 respecto de la 
enseñanza primaria, secundaria y superior: mientras que la enseñan-
za primaria ha de ser gratuita para todos, se pide a los Estados par-
tes que implanten gradualmente la enseñanza secundaria y superior 
gratuita.
c)  Aceptabilidad. La forma y el fondo de la educación, comprendidos 
los programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser 
aceptables (por ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de 
buena calidad) para los estudiantes y, cuando proceda, los padres;
d)  Adaptabilidad. La educación ha de tener la flexibilidad necesaria 
para adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en 
transformación y responder a las necesidades de los alumnos en 
contextos culturales y sociales variados.
Al considerar la correcta aplicación de estas “características interrelacio-
nadas y fundamentales”, se habrán de tener en cuenta ante todo los superio-
res intereses de los alumnos.
El derecho a la enseñanza primaria
La educación primaria debe ser universal, garantizar la satisfacción de 
las necesidades básicas de aprendizaje de todos los niños y tener en cuenta 
la cultura, las necesidades y las posibilidades de la comunidad, la enseñanza 
primaria tiene dos rasgos distintivos: es “obligatoria” y “asequible a todos 
gratuitamente”.
El derecho a la enseñanza secundaria
La enseñanza secundaria exige planes de estudio flexibles y sistemas 
de instrucción variados que se adapten a las necesidades de los alumnos en 
distintos contextos sociales y culturales.
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La enseñanza secundaria debe ser generalizada y hacerse accesible a to-
dos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita. La expresión “generalizada” significa, 
en primer lugar, que la enseñanza secundaria no depende de la aptitud o 
idoneidad aparentes de un alumno y en segundo lugar, que se impartirá en 
todo el Estado de forma tal que todos puedan acceder a ella en igualdad de 
condiciones. La expresión “por cuantos medios sean apropiados” refuerza el 
argumento de que los Estados partes deben adoptar criterios variados e inno-
vadores en lo que respecta a la enseñanza secundaria en distintos contextos 
sociales y culturales.
La implantación progresiva de la enseñanza gratuita significa que, si bien 
los Estados deben atender prioritariamente a la enseñanza primaria gratuita, 
también tienen la obligación de adoptar medidas concretas para implantar la 
enseñanza secundaria y superior gratuita.
Enseñanza técnica y profesional
La enseñanza técnica y profesional forma parte del derecho a la educa-
ción y del derecho al trabajo (párrafo 2 del artículo 6). El apartado b) del pá-
rrafo 2 del artículo 13 presenta la enseñanza técnica y profesional como parte 
de la enseñanza secundaria, lo que refleja su importancia especial en ese 
nivel de la enseñanza. Asimismo, en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos se afirma que “la instrucción técnica y profesional habrá de ser 
generalizada” (párrafo 1 del artículo 26). [. . .] 6. La iniciación al mundo del 
trabajo y la tecnología no debería limitarse a programas de enseñanza técnica 
y profesional concretos, sino entenderse como componente de la enseñanza 
general. Con arreglo a la Convención de la UNESCO sobre la Enseñanza 
Técnica y Profesional (1989), esa enseñanza se refiere a “todas las formas y 
niveles del proceso de educación que incluye, además de los conocimientos 
generales, el estudio de las técnicas y de las disciplinas afines, la adquisi-
ción de habilidades prácticas, de conocimientos prácticos y de aptitudes, y 
la comprensión de los diferentes oficios en los diversos sectores de la vida 
económica y social” (párrafo a) del artículo 1).
El derecho a la enseñanza superior
Para que la enseñanza superior responda a las necesidades de los alum-
nos en distintos contextos sociales y culturales, es preciso que los planes de 
estudio sean flexibles y los sistemas de instrucción variados, con utilización 
incluso de la enseñanza a distancia; por consiguiente, en la práctica, tanto la 
enseñanza secundaria como superior han de estar disponibles “en diferentes 
formas”. La enseñanza superior “debe hacerse igualmente accesible a todos, 
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sobre la base de la capacidad de cada uno”. Según el apartado c) del párrafo 
2 del artículo 13, la enseñanza superior no “debe ser generalizada”, sino sólo 
disponible “sobre la base de la capacidad”, capacidad que habrá de valorarse 
con respecto a los conocimientos especializados y la experiencia de cada 
cual.
El derecho a la educación fundamental
En términos generales, la educación fundamental corresponde a la ense-
ñanza básica, según lo expuesto en la Declaración Mundial sobre Educación 
para Todos. Con arreglo al apartado d) del párrafo 2 del artículo 13, las per-
sonas “que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 
primaria” tienen derecho a la educación fundamental, o a la enseñanza bá-
sica, conforme a la definición que figura en la Declaración Mundial sobre 
Educación para Todos.
Puesto que todos tienen el derecho de satisfacer sus “necesidades bási-
cas de aprendizaje”, con arreglo a la Declaración Mundial, el derecho a la 
educación fundamental no se limita a los que “no hayan recibido o terminado 
el ciclo completo de instrucción primaria”. El derecho a la educación funda-
mental se aplica a todos los que todavía no han satisfecho sus “necesidades 
básicas de aprendizaje”.
El derecho a la libertad de enseñanza
El párrafo 3 del artículo 13 contiene dos elementos, uno de los cuales es 
que los Estados partes se comprometen a respetar la libertad de los padres y 
tutores legales para que sus hijos o pupilos reciban una educación religiosa 
o moral conforme a sus propias convicciones. En opinión del CDESC, este 
elemento del párrafo 3 del artículo 13 permite la enseñanza de temas como 
la historia general de las religiones y la ética en las escuelas públicas, siem-
pre que se impartan de forma imparcial y objetiva, que respete la libertad de 
opinión, de conciencia y de expresión.
El segundo elemento del párrafo 3 del artículo 13 es la libertad de los 
padres y tutores legales de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas 
de las públicas, “siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el 
Estado prescriba o apruebe”. Esa disposición se complementa con el párrafo 
4 del artículo 13, que afirma “la libertad de los particulares y entidades para 
establecer y dirigir instituciones de enseñanza”, siempre que satisfagan los 
objetivos educativos expuestos en el párrafo 1 del artículo 13 y determinadas 
normas mínimas. Estas normas mínimas pueden referirse a cuestiones como 
la admisión, los planes de estudio y el reconocimiento de certificados. Las 
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normas mínimas, a su vez, han de respetar los objetivos educativos expuestos 
en el párrafo 1 del artículo 13.
Libertad académica y autonomía de las instituciones
A la luz de los numerosos informes de los Estados partes examinados por 
el CDESC, la opinión de éste es que sólo se puede disfrutar del derecho a la 
educación si va acompañado de la libertad académica del cuerpo docente y 
de los alumnos. Como, según la experiencia del CDESC, el cuerpo docente y 
los alumnos de enseñanza superior son especialmente vulnerables a las pre-
siones políticas y de otro tipo que ponen en peligro la libertad académica, en 
las observaciones siguientes se presta especial atención a las instituciones de 
la enseñanza superior, pero el CDESC desea hacer hincapié en que el cuerpo 
docente y los alumnos de todo el sector de la educación tienen derecho a la 
libertad académica y muchas de las siguientes observaciones son, pues, de 
aplicación general.
Los miembros de la comunidad académica son libres, individual o co-
lectivamente, de buscar, desarrollar y transmitir el conocimiento y las ideas 
mediante la investigación, la docencia, el estudio, el debate, la documenta-
ción, la producción, la creación o los escritos. La libertad académica com-
prende la libertad del individuo para expresar libremente sus opiniones sobre 
la institución o el sistema en el que trabaja, para desempeñar sus funciones 
sin discriminación ni miedo a la represión del Estado o cualquiera otra institu-
ción, de participar en organismos académicos profesionales o representativos 
y de disfrutar de todos los derechos humanos reconocidos internacionalmen-
te que se apliquen a los demás habitantes del mismo territorio. El disfrute 
de la libertad académica conlleva obligaciones, como el deber de respetar 
la libertad académica de los demás, velar por la discusión ecuánime de las 
opiniones contrarias y tratar a todos sin discriminación por ninguno de los 
motivos prohibidos.
Para el disfrute de la libertad académica es imprescindible la autono-
mía de las instituciones de enseñanza superior. La autonomía es el grado de 
autogobierno necesario para que sean eficaces las decisiones adoptadas por 
las instituciones de enseñanza superior con respecto a su labor académica, 
normas, gestión y actividades conexas. Ahora bien, el autogobierno debe ser 
compatible con los sistemas de fiscalización pública, especialmente en lo 
que respecta a la financiación estatal. Habida cuenta de las considerables 
inversiones públicas destinadas a la enseñanza superior, es preciso llegar a 
un equilibrio correcto entre la autonomía institucional y la obligación de 
rendir cuentas. Si bien no hay un único modelo, las disposiciones institucio-
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nales han de ser razonables, justas y equitativas y, en la medida de lo posible, 
transparente y participativa. 
El derecho al agua (arts. 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales)21.
artículo 11
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso ali-
mentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apro-
piadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este 
efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada 
en el libre consentimiento.
2.  Los Estados partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho funda-
mental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, 
individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, 
incluidos los programas concretos, que se necesitan para:
a)  Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técni-
cos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el per-
feccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que 
se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 
naturales;
b)  Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en 
relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que 
se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios 
como a los que los exportan.
artículo 12
1.  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.
21 E/C.12/2002//11. 20 de enero del 2003. Naciones Unidas. Consejo Económico y Social. 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 29° período de sesiones. Gine-




2.  Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el Pacto a fin 
de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para:
a)  La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el 
sano desarrollo de los niños;
b)  El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 
medio ambiente;
c)  La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, en-
démicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;
d)  La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica 
y servicios médicos en caso de enfermedad.
El agua es un recurso natural limitado y un bien público fundamental 
para la vida y la salud. El derecho humano al agua es indispensable para 
vivir dignamente y es condición previa para la realización de otros derechos 
humanos. El CDESC ha constatado constantemente una denegación muy ge-
neralizada del derecho al agua, tanto en los países en desarrollo como en 
los países desarrollados. Más de 1.000 millones de personas carecen de un 
suministro suficiente de agua y varios miles de millones no tienen acceso a 
servicios adecuados de saneamiento, lo cual constituye la principal causa de 
contaminación del agua y de las enfermedades relacionadas con el agua. La 
polución incesante, el continuo deterioro de los recursos hídricos y su distri-
bución desigual están agravando la pobreza ya existente. Los Estados partes 
deben adoptar medidas eficaces para hacer efectivo el derecho al agua sin 
discriminación alguna.
El derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua 
suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y 
doméstico.
El derecho al agua se encuadra claramente en la categoría de las garan-
tías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, en particular 
porque es una de las condiciones fundamentales para la supervivencia. El 
derecho al agua también está indisolublemente asociado al derecho al más 
alto nivel posible de salud (párr. 1 del art. 12) y al derecho a una vivienda y 
una alimentación adecuadas (párr. 1 del art. 11).
En el año 2000, la Organización Mundial de la Salud calculó que 1.100 
millones de personas (el 80% de ellas residentes en zonas rurales) carecían 
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de un abastecimiento de agua capaz de suministrar por lo menos 20 litros 
diarios de agua potable por persona; se estimó que 2.400 millones no tenían 
acceso a servicios de saneamiento. Además, todos los años 2.300 millones de 
personas padecen enfermedades relacionadas con el agua.22
El CDESC señala la importancia de garantizar un acceso sostenible a 
los recursos hídricos con fines agrícolas para el ejercicio del derecho a una 
alimentación adecuada. Los Estados partes deberían garantizar un acceso su-
ficiente al agua para la agricultura de subsistencia y para asegurar la subsis-
tencia de los pueblos indígenas.
El derecho al agua entraña tanto libertades como derechos. Las liberta-
des son el derecho a mantener el acceso a un suministro de agua necesario 
para ejercer el derecho al agua y el derecho a no ser objeto de injerencias, 
como por ejemplo, a no sufrir cortes arbitrarios del suministro o a la no con-
taminación de los recursos hídricos. En cambio, los derechos comprenden el 
derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a la 
población iguales oportunidades de disfrutar del derecho al agua.
El agua debe tratarse como un bien social y cultural, y no fundamental-
mente como un bien económico. El modo en que se ejerza el derecho al agua 
también debe ser sostenible, de manera que este derecho pueda ser ejercido 
por las generaciones actuales y futuras23.
Existe un consenso sobre la indivisibilidad de los derechos humanos. 
En la práctica, sin embargo, la división de los derechos humanos en, por lo 
menos, dos grupos, se refleja en la existencia de dos pactos principales de 
derechos humanos: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(PIDESC). Dado al desarrollo político en el pasado, el primer grupo de de-
rechos ha sido beneficiado en su ejecución a nivel nacional, como también 
a nivel internacional. La proporción desigual de peso que existe entre los 
dos grupos de derechos se manifiesta, entre otros aspectos, especialmente 
en las competencias de los órganos de las Naciones Unidas responsables 
22 Véase Naciones Unidas. Comisión sobre el Desarrollo Sostenible. Evaluación general so-
bre los recursos de agua dulce del mundo. Nueva York, 1997, p. 39.
23 Para una definición de sustentabilidad, véanse los principios 1, 8, 9, 10, 12 y 15 de la 
Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en el Informe de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3 al 14 
de junio de 1992, y el Programa N°21, en particular los principios 5.3, 7.27, 7.28, 7.35, 
7.39, 7.41, 18.3, 18.35, 18.40, 18.48, 18.50, 18.59 y 18.68.
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para supervisar el desempeño de estos derechos por parte de los Estados. La 
existencia de un Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos permite a las víctimas de violaciones de derechos ci-
viles o políticos la queja ante un órgano de supervisión de las Naciones 
Unidas. Para los derechos económicos, sociales y culturales no existe este 
mecanismo.
Derecho a la participación en la vida cultural
Los Estados Partes en el Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 
a)  Participar en la vida cultural; 
b)  Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus 
aplicaciones; 
c)  Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas, lite-
rarias o artísticas. 
Entre las medidas que los Estados Partes en el Pacto deberán adoptar para 
asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la 
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 
Los Estados Partes en el Pacto se comprometen a respetar la indispensa-
ble libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 
Los Estados Partes en el Pacto reconocen los beneficios que derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales. 
2.- PROTOCOLO FACULTATIVO24 
El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales es un acuerdo, que permite a las partes reconocer la 
competencia del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
24 En su Resolución 1/3, el Consejo de Derechos Humanos encomendó al Grupo de Tra-
bajo de composición abierta sobre un protocolo facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, Grupo de Trabajo) el mandato 
de “elaborar un protocolo facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales” y pidió a la Presidenta que preparara “un primer proyecto de pro-
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–CDESC–, para examinar las denuncias de particulares y de los Estados, y 
otorga al CDESC la facultad de estudiar comunicaciones de particulares. 
Las principales disposiciones de este Protocolo, son las siguientes:
Comunicaciones de particulares
Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de 
personas que se hallen bajo la jurisdicción de un Estado Parte y que aleguen 
ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los dere-
chos económicos, sociales y culturales enunciados en el Pacto. 
Admisibilidad 
El Comité no examinará una comunicación sin antes haberse cerciora-
do de que se han agotado todos los recursos disponibles en la jurisdicción 
interna. No se aplicará esta norma cuando la tramitación de esos recursos se 
prolongue injustificadamente. 
El Comité declarará inadmisible toda comunicación que: 
a)  No se haya presentado en el plazo de un año tras el agotamiento 
de los recursos internos, salvo en los casos en que el autor pueda 
demostrar que no fue posible presentarla dentro de ese plazo; 
b)  Se refiera a hechos sucedidos antes de la fecha de entrada en vigor 
del presente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo que 
esos hechos hayan continuado después de esa fecha; 
c)  Se refiera a una cuestión que ya haya sido examinada por el Comité o 
haya sido o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento 
de examen o arreglo internacional; 
d)  Sea incompatible con las disposiciones del Pacto; 
e)  Sea manifiestamente infundada, no esté suficientemente fundamen-
tada o se base exclusivamente en informes difundidos por los medios 
de comunicación; 
tocolo facultativo ... que sirva de base para las próximas negociaciones” (julio de 2007). 
El Protocolo fue aprobado el 10 de diciembre de 2008.
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f)  Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación, o 
g)  Sea anónima o no se haya presentado por escrito. 
Medidas provisionales 
Tras haber recibido una comunicación y antes de pronunciarse sobre su 
fondo, en cualquier momento el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesa-
do, los fines de su examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas 
provisionales que sean necesarias en circunstancias excepcionales a fin de 
evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta 
violación. 
Transmisión de la comunicación 
1.  A menos que el Comité considere que una comunicación es inadmisible 
sin remisión al Estado Parte interesado, el Comité pondrá en conocimien-
to del Estado Parte, de forma confidencial, toda comunicación que reci-
ba con arreglo al presente Protocolo. 
2.  En un plazo de seis meses, el Estado Parte receptor presentará al Comité 
por escrito explicaciones o declaraciones en que se aclare la cuestión y 
se indiquen, en su caso, las medidas correctivas que haya adoptado el 
Estado Parte. 
 Solución amigable 
1.  El Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de las partes intere-
sadas con miras a llegar a una solución amigable de la cuestión sobre la 
base del respeto de las obligaciones establecidas en el Pacto. 
2.  Todo acuerdo sobre una solución amigable pondrá fin al examen de una 
comunicación en virtud del presente Protocolo. 
Observaciones del Comité 
1.  Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar a las partes inte-
resadas su dictamen sobre la comunicación, junto con sus recomenda-
ciones, si las hubiere. 
2.  El Estado Parte dará la debida consideración al dictamen del Comité, así 
como a sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al Comité, en un 
plazo de seis meses, una respuesta por escrito que incluya información 
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sobre toda medida que haya adoptado a la luz del dictamen y las reco-
mendaciones del Comité. 
3.  El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información sobre 
cualesquiera medidas que el Estado Parte haya adoptado en respuesta a 
su dictamen o sus recomendaciones, si las hubiere, incluso, si el Comité 
lo considera apropiado, en los informes que presente ulteriormente el 
Estado Parte de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto. 
Comunicaciones entre Estados 
1.  Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá declarar en cualquier 
momento, en virtud del presente artículo, que reconoce la competencia 
del Comité para recibir y examinar comunicaciones en las que un Estado 
Parte alegue que otro Estado Parte no cumple sus obligaciones dimanan-
tes del Pacto. Las comunicaciones presentadas conforme a este artículo 
sólo se recibirán y examinarán si las presenta un Estado Parte que haya 
reconocido con respecto a sí mismo la competencia del Comité en una 
declaración al efecto. El Comité no recibirá ninguna comunicación que 
se refiera a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. Las co-
municaciones que se reciban conforme a este artículo quedarán sujetas 
al siguiente procedimiento: 
a)  Si un Estado Parte en el presente Protocolo considera que otro 
Estado Parte no está cumpliendo con sus obligaciones en virtud del 
Pacto, podrá, mediante comunicación por escrito, señalar el asunto 
a la atención de ese Estado Parte. El Estado Parte podrá también 
informar al Comité del asunto. En un plazo de tres meses contado 
desde la recepción de la comunicación, el Estado receptor ofrecerá 
al Estado que haya enviado la comunicación una explicación u otra 
declaración por escrito en la que aclare el asunto y, en la medida 
de lo posible y pertinente, haga referencia a los procedimientos y 
recursos internos hechos valer, pendientes o disponibles sobre la 
materia; 
b)  Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambos Estados Partes 
interesados dentro de seis meses de recibida la comunicación inicial 
por el Estado receptor, cualquiera de ellos podrá remitir el asunto al 
Comité mediante notificación cursada al Comité y al otro Estado; 
c)  El Comité examinará el asunto que se le haya remitido sólo des-
pués de haberse cerciorado de que se han hecho valer y se han 
agotado todos los recursos internos sobre la materia. No se aplicará 
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esta norma cuando la tramitación de esos recursos se prolongue 
injustificadamente; 
d)  Con sujeción a lo dispuesto en el apartado c) del presente párrafo, el 
Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes 
interesados con miras a llegar a una solución amigable de la cues-
tión sobre la base del respeto de las obligaciones establecidas en el 
Pacto; 
e)  El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine las comuni-
caciones a que se refiere el presente artículo; 
f)  En todo asunto que se le remita de conformidad con el apartado b) 
del presente párrafo, el Comité podrá pedir a los Estados Partes inte-
resados que se mencionan en el apartado b) que faciliten cualquier 
otra información pertinente; 
g)  Los Estados Partes interesados que se mencionan en el apartado b) 
del presente párrafo tendrán derecho a estar representados cuando 
el asunto sea examinado por el Comité y a hacer declaraciones oral-
mente y/o por escrito; 
h)  El Comité presentará, a la mayor brevedad posible a partir de la fecha 
de recepción de la notificación a que se refiere el apartado b) del 
presente párrafo, un informe, como se indica a continuación: 
i)  Si se llega al tipo de solución previsto en el apartado d) del pre-
sente párrafo, el Comité limitará su informe a una breve exposi-
ción de los hechos y de la solución a que se haya llegado; 
ii)  Si no se llega al tipo de solución previsto en el apartado d), el 
Comité expondrá en su informe los hechos pertinentes al asun-
to entre los Estados Partes interesados. Se adjuntarán al informe 
las declaraciones por escrito y una relación de las declaraciones 
orales hechas por los Estados Partes interesados. El Comité podrá 
también transmitir únicamente a los Estados Partes interesados 
cualesquiera observaciones que considere pertinentes al asunto 
entre ambos. 
En todos los casos, el informe se transmitirá a los Estados Partes 
interesados. 
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2.  Los Estados Partes depositarán la declaración prevista en el párrafo 1 
del presente artículo en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien remitirá copias de la misma a los demás Estados Partes. 
La declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notifica-
ción al Secretario General. Dicho retiro se hará sin perjuicio del examen 
de asunto alguno que sea objeto de una comunicación ya transmitida 
en virtud del presente artículo; después de que el Secretario General 
haya recibido la notificación de retiro de la declaración, no se recibirán 
nuevas comunicaciones de ningún Estado Parte en virtud del presente 
artículo, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva 
declaración.
Procedimiento de investigación 
1.  Cualquier Estado Parte en el presente Protocolo podrá en cualquier mo-
mento declarar que reconoce la competencia del Comité prevista en el 
presente artículo. 
2.  Si el Comité recibe información fidedigna que da cuenta de violaciones 
graves o sistemáticas por un Estado Parte de cualesquiera de los derechos 
económicos, sociales y culturales enunciados en el Pacto, el Comité in-
vitará a ese Estado Parte a colaborar en el examen de la información y, a 
esos efectos, a presentar sus observaciones sobre dicha información. 
3.  El Comité, tomando en consideración las observaciones que haya pre-
sentado el Estado Parte interesado, así como cualquier otra información 
fidedigna puesta a su disposición, podrá encargar a uno o más de sus 
miembros que realice una investigación y presente con carácter urgente 
un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consentimiento del 
Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio. 
4.  La investigación será de carácter confidencial y se solicitará la colabora-
ción del Estado Parte en todas las etapas del procedimiento. 
5.  Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las trans-
mitirá al Estado Parte interesado junto con las observaciones y recomen-
daciones que estime oportunas. 
6.  En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la in-
vestigación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el 




7.  Cuando hayan concluido las actuaciones relacionadas con una investiga-
ción hecha conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité podrá, 
tras celebrar consultas con el Estado Parte interesado, tomar la decisión 
de incluir un resumen de los resultados del procedimiento en su informe 
anual previsto en el artículo 15 del presente Protocolo. 
8.  Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al párrafo 
1 del presente artículo podrá retirar dicha declaración en cualquier mo-
mento mediante notificación al Secretario General. 
Seguimiento del procedimiento de investigación 
1.  El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el 
informe que ha de presentar con arreglo a los artículos 16 y 17 del Pacto 
pormenores de las medidas que haya adoptado en respuesta a una inves-
tigación efectuada en virtud del artículo 11 del presente Protocolo. 
2.  Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 6 del artícu-
lo 11, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte interesado 
a que le informe sobre las medidas que haya adoptado como resultado 
de la investigación. 
Medidas de protección 
Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para que las 
personas bajo su jurisdicción no sean sometidas a malos tratos o intimida-
ción de ningún tipo como consecuencia de cualquier comunicación con el 
Comité de conformidad con el presente Protocolo. 
2.  Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él 
después del depósito del décimo instrumento de ratificación o adhe-
sión, el Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que 
tal Estado haya depositado su propio instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
Los derechos económicos, sociales y culturales fueron incor porados a 
la Carta de la OEA mediante el Protocolo de Buenos Aires, de 1967, que 
reformó la Carta. Ellos, en consecuencia, no se encuentran mencionados en 
la Convención Americana, la que en su artículo 26 sólo consigna que los 
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Estados se comprometen a adoptar providencias para lograr su plena efecti-
vidad 25
25 Las normas económicas están tratadas en la Carta de la OEA, en los artículos 29 al 42; las 
normas sociales, en los artículos 43 y 44, y las normas sobre educación, ciencia y cultura, 
en los artículos 45 al 50.
 Entre las normas económicas se destacan: el compromiso de los Estados para lograr que 
impere la justicia social en el continente y para que sus pueblos alcancen un desarrollo 
económico y armónico, como con diciones indispensables para la paz y seguridad.
 Para acelerar dicho desarrollo económico y social, los Estados miem bros convienen en 
dedicar sus máximos esfuerzos al logro de las siguien tes metas: un incremento sustan-
cial y autosostenido del producto na cional per cápita; distribución equitativa del ingreso 
nacional; sistemas impositivos adecuados y equitativos; modernización de la vida rural y 
reformas que conduzcan a regímenes equitativos y eficaces de la tenen cia de la tierra; in-
dustrialización acelerada y diversificada; salarios jus tos; erradicación del analfabetismo; 
viviendas adecuadas para todos los sectores de la población; promoción de la iniciativa y 
la inversión priva das en armonía con la acción del sector público; expansión y diversifi-
cación de las exportaciones.
 El artículo 34 establece el principio de la solidaridad colectiva en ma terias económicas: 
“Los Estados miembros convienen en buscar, colecti vamente, solución a los problemas 
urgentes o graves que pudieren pre sentarse cuando el desarrollo o estabilidad económi-
cos, de cualquier Es tado miembro, se vieren seriamente afectados por situaciones que no 
pu dieren ser resueltas por el esfuerzo de dicho Estado”.
 Los Estados miembros se obligan a realizar esfuerzos, individuales o colectivos, con el fin 
de conseguir la reducción o eliminación, por parte de los países importadores, de barre-
ras arancelarias y no arancelarias que afecten a las exportaciones de los miembros de la 
organización, sal vo cuando dichas barreras se apliquen para diversificar la estructura eco-
nómica, acelerar el desarrollo de los Estados miembros menos desa rrollados e intensificar 
su proceso de integración económica, o cuando se relacionen con la seguridad nacional 
o las necesidades del equilibrio económico.
 Reconocen que la integración de los países en desarrollo del conti nente es uno de los 
objetivos del Sistema Interamericano y para acelerarla se comprometen a dar adecuada 
prioridad a la preparación y ejecución de proyectos multinacionales y a su financiamien-
to. Tomarán, dicen, las medidas necesarias con miras al logro, en el más corto plazo, de 
un mercado común latinoamericano (artículo 40)
 Las normas sociales establecen que los seres humanos tienen derecho al bienestar mate-
rial y a su desarrollo espiritual en condiciones de liber tad, dignidad, igualdad de opor-
tunidades y seguridad económica. El tra bajo es un derecho y un deber social y debe 
prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios justos, aseguren la vida, 
la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia. Se estable ce el 
derecho a asociarse libremente, incluyéndose el derecho de negocia ción colectiva y el 
de huelga y el reconocimiento de la personería jurí dica de las asociaciones. Finalmente, 
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3.- EL PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, SO-
CIALES Y CULTURALES, “PROTOCOLO DE SAN SALVADOR”26 
Entre sus disposiciones principales, destacaremos las siguientes:
Derecho al Trabajo
1.  Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad 
de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del 
desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada.
a.  Una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabaja-
dores condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus 
familias y un salario equitativo e igual por trabajo igual, sin ninguna 
distinción;
f.  La prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peli-
grosas a los menores de 18 años y, en general, de todo trabajo que 
pueda poner en peligro su salud, seguridad o moral. Cuando se trate 
de menores de 16 años, la jornada de trabajo deberá subordinarse 
a las disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso 
podrá constituir un impedimento para la asistencia escolar o ser una 
limitación para beneficiarse de la instrucción recibida;
h.  El descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así 
como la remuneración de los días feriados nacionales.
Derechos Sindicales
1.  Los Estados partes garantizarán:
a.  el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse 
al de su elección, para la protección y promoción de sus intereses. 
Como proyección de este derecho, los Estados partes permitirán a 
los Estados convienen en que es ne cesario armonizar la legislación social de los países en 
desarrollo, espe cialmente en el campo laboral.
26 Fue adoptado en San Salvador, El Salvador, el 17 de noviembre de 1988, 
en el decimoctavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General Aún no ha sido 
ratificado por Chile
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los sindicatos formar federaciones y confederaciones nacionales y 
asociarse a las ya existentes, así como formar organizaciones sindica-
les internacionales y asociarse a la de su elección. Los Estados partes 
también permitirán que los sindicatos, federaciones y confederacio-
nes funcionen libremente;
b.  el derecho a la huelga.
Derecho a la Seguridad Social
 Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra 
las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite 
física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna 
y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de segu-
ridad social serán aplicadas a sus dependientes.
Derecho a la Salud
1.   Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del 
más alto nivel de bienestar físico, mental y social.
2.  Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se 
comprometen a reconocer la salud como un bien público y particular-
mente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho:
Derecho a un Medio Ambiente Sano
1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a con-
tar con servicios públicos básicos.
2.  Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejora-
miento del medio ambiente.
Derecho a la Alimentación
1.  Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la 
posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e 
intelectual.
2.  Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutri-
ción, los Estados partes se comprometen a perfeccionar los métodos de 
producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, para lo cual 
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se comprometen a promover una mayor cooperación internacional en 
apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.
Derecho a la Educación
1.  Toda persona tiene derecho a la educación.
2.  Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la edu-
cación deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por 
los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades funda-
mentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación 
debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna, favore-
cer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades 
en favor del mantenimiento de la paz.
a.  la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos 
gratuitamente;
c.  la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean 
apropiados y, en particular, por la implantación progresiva de la en-
señanza gratuita;
Derecho a los Beneficios de la Cultura
1.  Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de 
toda persona a:
a.  participar en la vida cultural y artística de la comunidad;
b.  gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;
c.  beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas, lite-
rarias o artísticas de que sea autora.
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Derecho a la Constitución y Protección de la Familia
1.  La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe 
ser protegida por el Estado, quien deberá velar por el mejoramiento de 
su situación moral y material.
2.  Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuer-
do con las disposiciones de la correspondiente legislación interna.

